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últimos treinta años. Del enfoque residual  
a la vocación universalista 
Public housing policy in Uruguay the last thirty years. From the 
residual approach to the universalist vocation

Claudio Fernández Caetano1

Resumen

El presente trabajo compara los dos esquemas de política pública de vivienda implementados en 
Uruguay en los últimos treinta años. 

Los gobiernos de los partidos tradicionales afianzaron una política focalizada propia del paradigma 
residual, donde primaron las soluciones precarias y estratificadas. Se acentuó la precariedad urbana 
por los problemas de la localización de los programas, desde el punto de vista socio-económico y 
de la extensión de la ciudad en áreas sin servicios; socavando así las posibilidades distributivas que 
implican los cambios en la localización de la vivienda. 

La política de vivienda del Frente Amplio configuró una mejora en términos de calidad y cobertura. 
La vivienda financiada con recursos públicos dejó de ser un producto estratificado según la situación 
económico-social de la población, a través del denominado subsidio a la permanencia. A su vez, se 
contempló la localización de los proyectos en áreas equipadas y servidas, en zonas socialmente hete-
rogéneas vinculado a la recomposición del tejido social y la redistribución de la riqueza.
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Abstract

This paper compares the two schemes of public policy of housing implemented in Uruguay in the 
last thirty years. 

The governments of the traditional parties consolidated a focused policy typical of the residual par-
adigm, where precarious and stratified solutions prevailed. Furthermore, urban precariousness was 
accentuated due to the problems the location of the programs generated, both from the socio-eco-
nomic standpoint and the extension of the city in areas without services, undermining the distribu-
tive possibilities implied by the changes in the location of the house in the territory.
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The Frente Amplio’s housing policy configured 
an improvement in terms of quality and cov-
erage. Housing financed with public resources 
became unstratified product according to the 
economic and social situation of the population, 
through the permanence subsidy. In addition, 
it was considered the location of the projects 
in equipped, served, and socially heterogeneous 
areas related to the recomposition of the social 
fabric and the redistribution of wealth.

Keywords: Housing, Distribution of income, 
Universalism, Territorial segregation 

Introducción

La construcción del hábitat supone responsabi-
lidades colectivas, donde el papel del Estado se 
torna central, ya que si bien desde el paradigma 
neoclásico se afirma que la asignación de recursos 
por parte del mercado resuelve las inequidades 
que resultan del intercambio, no existe eviden-
cia que compruebe tal concepción. Por tanto, la 
vivienda y el hábitat no pueden quedar libradas 
a decisiones individuales, siendo responsabilidad 
del Estado la respuesta a las necesidades habita-
cionales de la población teniendo como horizon-
te la reconstrucción del tejido social y la redistri-
bución de la riqueza. 

Con la llegada del Frente Amplio (FA) al gobier-
no en 2005 se dieron una serie de reformas tanto 
a nivel institucional como en el contenido de las 
políticas públicas aplicadas que merecen no solo 
un repaso al finalizar los tres períodos de gobier-
no, sino una puesta en valor de las mismas. 

Esa valorización de las políticas llevadas por la 
izquierda uruguaya en el gobierno puede supo-
ner hacerlo en términos comparativos respecto 
a lo que llevaron adelante los gobiernos de signo 
ideológico contrario, y que nuevamente vuelven 
al gobierno. Este trabajo compara los esquemas 
de política pública de vivienda aplicados por el 
FA, en relación a los quince años de gobierno 
que lo antecedieron. 

La comparación parte de categorizaciones y pre-
misas que encuadran las políticas de vivienda sin 
visualizar el tema como un resultado cuantita-

tivo de un producto aislado. Por el contrario, 
comparar esquemas de vivienda supone recordar 
que estamos insertos en el modo de producción 
capitalista, repasando así los conceptos intrín-
secos a su funcionamiento. Es así, como lo que 
puede resultar deseable encuentra sus propios lí-
mites en el modo de producción. 

La lógica de los programas públicos aplicados 
por la izquierda cambió el eje de la política de 
vivienda universalizando el acceso a través del 
subsidio a la permanencia. Si bien se establecie-
ron topes altos de ingresos para la postulación a 
los programas, se contemplaron las distintas con-
formaciones de las familias, el nivel de ingresos 
y la localización en el territorio, siempre resul-
tando en productos de una misma calidad. Se 
abandonó lo que se podrían denominarse solu-
ciones pobres para pobres, es decir, en localizacio-
nes que contribuyen a la segregación territorial 
y en construcciones de bajo metraje en relación 
a la integración de las familias. De esa manera, 
con productos no estratificados por nivel de in-
greso sumado al énfasis en la localización en de 
las soluciones, se configuró una política de vi-
vienda que contribuyó dentro del marco del ca-
pitalismo a la redistribución de la riqueza y a la 
integración social. Además, como resultado de la 
implantación de los programas en el territorio, 
aprovechando la inversión social que suponen 
las obras de infraestructura y servicios sociales, 
se puede sostener que al menos la política del FA 
no contribuyó a la segregación territorial desde 
sus intervenciones. 

1.	Políticas sociales y políticas públicas de 
vivienda

Las intervenciones públicas pueden encuadrar-
se en las caracterizaciones de tipologías o Esta-
dos de Bienestar. Según las opciones escogidas, 
las políticas de vivienda pueden enfocarse más 
hacia modelos residuales, donde las necesidades 
son atendidas fundamentalmente por la vía del 
mercado o hacia modelos de performance indus-
trial de la política social donde las instituciones 
proveedoras se vinculan al mercado de trabajo 
en relación al mérito, al desempeño laboral y la 
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productividad. También pueden relacionarse a 
modelos redistributivos, donde el rol del Estado 
es esencial brindando y distribuyendo bienestar, 
guiado por el principio de igualdad en el trata-
miento de los riesgos sociales (Antía & Midaglia, 
2016, p. 32). 

Esos modelos se relacionan con los sistemas 
de bienestar planteados por Esping-Andersen 
(1993) que constituyen una tipología de refe-
rencia. El modelo residual se corresponde con el 
liberal, donde el Estado incentiva la búsqueda de 
alternativas en el mercado para cubrir los riesgos 
sociales y no produce impactos sobre la estratifi-
cación, requiere comprobación de medios eco-
nómicos de los/las beneficiarios/as y atiende pro-
blemáticas que no son tolerables políticamente. 
“En un grupo, encontramos el Estado del bien-
estar «liberal», en el que predominan la ayuda a 
los que se comprueba que no tienen medios, las 
transferencias universales modestas o los planes 
modestos de seguros sociales. Los subsidios fa-
vorecen principalmente a una clientela con bajos 
ingresos, generalmente de la clase obrera, depen-
dientes del Estado” (Esping-Andersen, 1993, p. 
47). 

Por su parte, el modelo conservador-corpora-
tivo, que coincide con el modelo industrial de 
políticas sociales, es la expresión institucional 
de la opción universal. La desmercantilización 
depende del status laboral (de las categorías y 
sectores productivos) como eje articulador de 
los beneficios sociales. Respecto a la estratifica-
ción social, su aplicación reproduce la existente 
en el mercado de trabajo (Antía & Midaglia, 
2016, p. 33). 

Finalmente, se define el sistema de bienestar de-
nominado socialdemócrata, el cual supone un 
esquema distributivo similar al anterior, reafir-
mando la orientación beveridgeana de las inter-
venciones sociales. “La diferencia que tiene esta 
opción con la versión liberal radica en que los 
parámetros de atención pública universal tienen 
estándares elevados de calidad y de cobertura de 
los riesgos, correspondiéndose con las expectati-
vas de los sectores medios y medios altos” (Antía 
& Midaglia, 2016, p. 33). Así opera una des-
mercantilización alta y la estratificación social 

es modificada desde sus niveles iniciales, habili-
tando la movilidad social y el crecimiento de los 
sectores de ingresos medios. El tipo socialdemó-
crata implica “que los servicios y prestaciones se 
elevaran hasta unos niveles equiparables incluso 
con los gustos más particularizados de la nueva 
clase media; y en segundo lugar, que la igualdad 
se proporcionaría garantizando a los obreros la 
completa participación en la calidad de los de-
rechos disfrutados por los más pudientes” (Es-
ping-Andersen, 1993, p. 48-49). 

Esping-Andersen (2000) también define a la po-
lítica social como la gestión pública de los ries-
gos sociales. “En toda la civilización moderna, la 
gente se ha enfrentado a la pobreza, la falta de 
techo, las discapacidades, la violencia y la muerte 
súbita, pero no siempre al desempleo o la radia-
ción nuclear. Algunos riesgos, como los achaques 
de la vejez, son «democráticos» debido a que nos 
afectarán a todos; otros, como el desempleo y la 
pobreza, se hallan estratificados socialmente; y 
aún otros son específicos de las diversas fases de 
la vida, como, por ejemplo, la pérdida de ingre-
sos en la vejez” (Esping-Andersen, 1993, p. 55). 
En relación a la gestión por parte del Estado de 
las intervenciones dirigidas a atender los riesgos, 
ya sean en forma residual o maximalista queda-
rán definidas las políticas sociales. 

“Es así que a las clásicas arenas de políticas so-
ciales, fundamentalmente las relacionadas con 
el sector trabajo y empleo, se agregan otras, 
también sectoriales, como las políticas educa-
tivas, de salud pública, de vivienda, entre las 
más destacadas, cuyo funcionamiento y conso-
lidación depende de los formatos de provisión 
social imperante” (Antía & Midaglia, 2016, p. 
23-24). Entonces, si bien la política de vivienda 
no se incluye en los marcos clásicos de análisis 
de las políticas sociales como lo son los vincu-
lados al mercado de trabajo como la seguridad 
social y la salud, aparece como una política sub-
sidiaria del resto de las políticas sociales, funda-
mentalmente en lo que hace a su componente 
redistributivo. 

En relación a la formulación de las políticas y 
su impacto en la redistribución de la riqueza, 
debe tenerse presente cuáles son los mecanis-
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mos a través de los cuales se generan las des-
igualdades. Harvey (2007) siguiendo a Titmuss 
sostiene que los cambios en el ingreso no sólo se 
dan por lo que podemos denominar el aumento 
del ingreso corriente, sino por la acumulación 
de derechos de propiedad entre el inicio y el 
final del período que se analice. Esa concepción 
lleva a evaluar cómo se producen los cambios 
en los derechos de propiedad en función de los 
beneficios supletorios que son creados por los 
cambios en el sistema urbano y distribuidos 
desigualmente entre la población. “El derecho 
a utilizar ese bien común debe reconocerse sin 
duda a todos los que han participado en su pro-
ducción y esta es, evidentemente, la base para la 
reivindicación del derecho a la ciudad por parte 
de los colectivos que la han creado” (Harvey, 
2013, p. 123). 

La accesibilidad al trabajo, a los servicios sociales 
y a los recursos, se obtiene pagando un precio y 
son rasgos que definen a un sistema urbano. Ese 
precio, generalmente se relaciona al menos con 
la distancia de la vivienda a esos espacios. Por 
tanto, los cambios en la localización de la vivien-
da tienen efectos distributivos en torno al precio 
que paga o deja de pagar por las condiciones de 
proximidad (Harvey, 2013). La localización de 
la vivienda en el territorio se relaciona entonces 
con la posibilidad de acceso a los bienes públicos. 
“Una vez producidos, los bienes públicos impu-
ros son libres, pero no equitativamente accesibles 
(en términos de cantidad o calidad) para todos 
los individuos de un sistema urbano. Muchos 
bienes son de este tipo. En particular, todos los 
bienes y servicios que son de libre acceso, pero 
suministrados a través de algún mecanismo de 
localización, entran dentro de esta categoría, y 
de ahí el interés que tienen las decisiones sobre la 
forma espacial dentro del marco urbano” (Har-
vey, 2007, p. 83). Harvey considera como un 
impacto directo en la distribución de la riqueza 
el cambio en la disponibilidad y precio de los 
recursos en un sistema urbano. 

Por su parte, Castells (2017) sostiene que la vi-
vienda es un bien diferenciado del resto en cuanto 
que conlleva un conjunto de características que 
hacen a su calidad y se relacionan tanto al tipo 

de construcción como a su confort. Afirma que 
el problema de la vivienda es fundamentalmente 
el de su calidad. “El problema de la vivienda es 
ante todo el de su penuria. Falta de confort y 
de equipamientos, superpoblamiento (a pesar de 
que en algunas viviendas exista despoblamiento), 
vetustez, insalubridad, hacen de este problema 
una experiencia vivida por una gran parte de la 
población” (Castells, 2017, p. 177). Es así como 
ubica al problema no como resultado del proceso 
de urbanización, sino por las propias condicio-
nes sociales de producción, donde la vivienda re-
gida por la oferta y la demanda en la circulación 
capitalista termina dependiendo de las relaciones 
que rigen el mercado. “De ahí la importancia del 
tema de la especulación y la dependencia que 
tiene el problema de la vivienda de las leyes eco-
nómicas que regularizan el mercado. No se debe 
desprender de esto que la penuria de la vivienda 
es meramente coyuntural y una simple cuestión 
de equilibrio entre la oferta y la demanda. Se tra-
ta de un necesario desfasaje entre las necesidades, 
socialmente definidas, de la habitación y la pro-
ducción de viviendas y equipamientos residen-
ciales” (Castells, 2017, p. 179). 

La traducción de las necesidades en derechos 
genera otra perspectiva respecto a la vivienda, 
dado que el acceso desigual como resultado de 
la distribución del ingreso y la riqueza llevan a la 
necesidad de intervención por parte del Estado 
hacia la generación de condiciones que al menos 
mitiguen los problemas generados por el funcio-
namiento de los mercados. Esas intervenciones 
pueden no solo mitigar el propio problema de la 
vivienda en relación a su calidad, sino también 
generar las condiciones para el consumo colecti-
vo de la mayoría de la población. 

Ahora bien, siguiendo a Martínez y Sánchez 
(2013) en sus consideraciones acerca de la cons-
trucción del universalismo, es posible afirmar 
sintéticamente que el mismo se basa en dos 
condiciones. La primera es la cobertura de la 
política; afirmando que inicialmente podría no 
ser masiva y con el pasar del tiempo ir inclu-
yendo a una mayor cantidad de población con 
las mismas condiciones de elegibilidad, comen-
zando por cubrir a los de menores ingresos. La 
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segunda se refiere al acceso por igual a servicios 
de la misma calidad por poblaciones con ingre-
sos distintos. Es decir, el universalismo así de-
finido requiere que las soluciones no sean seg-
mentadas por niveles de ingreso; un elemento 
acorde con las características del tipo de sistema 
de bienestar de los países socialdemócratas. “La 
combinación de estos dos aspectos, es decir, 
servicios abarcativos y de excelencia, tiende a 
limitar la operativa del mercado como provee-
dor de bienestar. Este nuevo enfoque recurre a 
otras mediaciones conceptuales, que permiten 
identificar diversos trayectos e instrumentos 
para alcanzar los componentes esenciales que 
consagran una orientación universal de las ini-
ciativas públicas (cobertura y calidad)” (Antía 
& Midaglia, 2016, p. 4).

La descripción de los esquemas de política de 
vivienda aplicados en los períodos seleccionados 
se vinculará a las características que conforman 
la vocación universal de las políticas sociales. 
Por tanto, la comparación será principalmente 
mediante la cobertura y calidad de las políticas 
desarrolladas. Sobre la cobertura, se asume que 
se relaciona con el acceso de distintos conjun-
tos poblacionales según nivel de ingresos y su 
vínculo con los subsidios aplicados. Respecto a 
la calidad, se evalúa en función de las caracterís-
ticas definidas en la Ley Nacional de Vivienda 
(LNV) N° 13.728 de 1968, tanto en lo referido 
a la superficie de las viviendas como a su loca-
lización. 

2.	Política de vivienda entre 1990 y 2004

Los Planes Quinquenales de Vivienda entre 1990 
y 2004 compartieron su prioridad en la atención 
a los sectores de bajos ingresos. “Las ideas refor-
mistas que no cuajaron en otros campos sociales 
tuvieron en el de vivienda un cambio profun-
do, poco debatido y escasamente conocido que 
modificó la conceptualización, la orientación, 
la institucionalidad y las políticas públicas en la 
materia, así como modificó la demanda en cuan-
to a la categorización que finalmente y basado en 

la ley de 1968, el propio Estado elaboró sobre un 
modelo de acceso estratificado por el ingreso de 
las familias” (Magri, 2015, p. 101-102). 

En relación a ese acceso estratificado por in-
gresos, puede mostrarse como caso típico la 
financiación por parte del Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanismo (FONAVIyU) hacia las 
cooperativas de vivienda. El valor máximo de 
ingresos determinado para acceder al progra-
ma se fijó en 60 unidades reajustables (UR2), 
bajo las modalidades de ayuda mutua o ahorro 
previo, que deberían además componer como 
parte del esfuerzo propio el 15% del valor de 
tasación de la vivienda. Los subsidios aplicados 
fueron al capital por un monto fijo de 374 URs 
por vivienda desvinculados de los ingresos de 
las familias y sus necesidades. La estratificación 
se manifestaba entonces en los montos de los 
préstamos que sí se relacionaban con los ingre-
sos de los núcleos familiares. Sintéticamente, 
a menores ingresos, menor préstamo, pero no 
mayores subsidios. 

La Reglamentación 1994 del Ministerio de Vi-
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am-
biente (MVOTMA) para la construcción de 
cooperativas ejemplificaba las situaciones, donde 
la asistencia de las 374 URs se desvinculaba de 
los ingresos y del aporte propio de las familias. 
La aplicación de esa Reglamentación resultó que 
en cualquier situación el monto prestado de ca-
pital significaba aproximadamente 29 veces del 
ingreso familiar; como se deriva del Cuadro 1. 
Por tanto, se desligaban las soluciones de posi-
bles cambios redistributivos en atención a las fa-
milias de menores ingresos.

2	 La Unidad Reajustable es una unidad de medida que 
se ajusta según los salarios nominales medidos por el IMS 
(Índice Medio de Salarios). Como referencia, en octubre de 
2020 su valor fue de $1287,86 pesos uruguayos, equivalen-
tes a 29,44 dólares americanos.
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Si bien hubo distintos programas, lo caracte-
rístico del período fue la respuesta generada en 
soluciones habitacionales de espacios mínimos, 
concretamente los denominados Núcleos Bási-
cos Evolutivos (NBE). Éstos se caracterizaron 
por una superficie de 30 m² sin relación con la 
integración de las familias, ni tomando en cuen-
ta la importancia de la localización socioespacial. 
“Debe destacarse que en la modificación hecha 
en 1992 no se alteraron los mínimos habitacio-
nales que establecían que la vivienda debía tener 
como mínimo un área habitable de 32 metros 
cuadrados, lo que en realidad generó que po-
sibles viviendas que fueran concebidas bajo la 
categoría NBE pudieran no cumplir con estos 
mínimos” (Failache & González, 2018, p. 34). 

Por tanto, la construcción de ese producto mí-
nimo y su posterior evolución quedó librada a 
las condiciones tanto materiales como sociales de 
las familias, donde el resultado dependía única-
mente de sus posibilidades, pronosticando así el 
alcance limitado dadas las condiciones económi-
cas. Siguiendo a Carlos Barba (2005) en sus de-
terminaciones de paradigmas de bienestar social, 
el predominante en aquel momento encuadra en 
el denominado “paradigma residual o marginal”, 
donde la concepción sobre la pobreza era una 
concepción individualista: la génesis de la misma 
estaba en razones individuales y no en problemas 
sistémicos; por tanto, la salida de la misma radi-
caba en el propio mercado (Barba, 2005, p. 43). 

Para los propulsores a de los NBE la vivienda de-
bía evolucionar en calidad conforme lo hiciera 

la situación de las familias, idea que contrastaba 
con la propia LNV. Como argumentos favora-
bles a las soluciones a través de los NBE se sostu-
vo que: su bajo precio permitiría un mayor nú-
mero de soluciones con bajos recursos, su rápida 
construcción cumpliría con las urgencias de la 
población; la construcción de una solución ini-
cial, aunque no cumplía con el metraje mínimo 
legal sería posible de evolucionar, valorándose 
también la participación de los/las usuarios/as 
en su evolución posterior. En cambio, por otro 
lado, se sostuvo que el precio por metro cuadra-
do era el más alto de todas las soluciones finan-
ciadas con recursos públicos; ya que influyen 
también los costos de infraestructura, del terre-
no, de los servicios, sumado a que no se reduje-
ron los márgenes de ganancia de las empresas. 
Además, la construcción no era tan rápida como 
se pretendía, ya que lo que se reducía en esa so-
lución mínima eran los metros cuadrados más 
fáciles de construir; y que el no cumplimiento 
del metraje mínimo requerido generaban situa-
ciones de habitación promiscua, con consecuen-
cias en la salud física y moral de sus habitantes, 
acentuado por la numerosa composición de las 
familias destinatarias. Adicionalmente, se argu-
mentó que las posibilidades de evolución de la 
vivienda fueron sólo teóricas ya que no existía 
ningún tipo de financiamiento ni de asistencia 
técnica para futuras ampliaciones (Vivienda Po-
pular, 1997, p. 20). 

Además, fueron desatendidos los problemas de 
implantación en el espacio que tenían los pro-

Cuadro 1: Condiciones de cooperativas de vivienda en la Reglamentación 1994. (Valores en 
Unidades Reajustables). 

Ingresos mínimos del núcleo familiar 20,9 28,3 35,6 43,0 50,4 57,7 
Valor de Tasación 1150 1400 1650 1900 2150 2400 
Subsidio 374 374 374 374 374 374 
Aporte propio en UR en % 172,5 210,0 247,5 285,0 322,5 360,0 
Préstamo 603,5 816,0 1028,5 1241,0 1453,5 1666,0 
Cuota resultante 4,18 5,66 7,13 8,60 10,07 11,55 

Fuente: MVOTMA, 1994, p. 4. 



118 Claudio Fernández Caetano

gramas; concentrando la precariedad urbana y 
desatendiendo los problemas que la ubicación 
en el territorio podía ocasionarle a la población 
destinataria desde el punto de vista de la inser-
ción socioeconómica y cultural; y adicional-
mente repercutiendo en la extensión de la ciu-
dad en localizaciones sin servicios. Esa política 
reforzaba la segregación territorial, acentuando 
los problemas de integración social que derivan 
de la misma. Así pues, se buscaron soluciones en 
cantidad sin importar su localización, aunque la 
Dirección de Ordenamiento Territorial tuviese 
relevamientos de cuáles eran las tierras con servi-
cios. “[…] las soluciones llevadas adelante hasta 
ahora se han ubicado en conjuntos de NBE en 
zonas periféricas, para poder emplear terrenos de 
menor costo, aunque ello en realidad signifique 
mayores gastos para la sociedad, por la necesidad 
de ampliar servicios, y para los destinatarios in-
dividuales por lo que significa en gastos de trans-
porte, tiempos de traslado, carencia de servicios 
sociales, etc.” (Vivienda Popular, 1997, p. 20). 

El sociólogo Jean Lojkine (1986) sostiene que en 
la medida en que las políticas urbanas permitan 
un distanciamiento espacial de los grupos socia-
les en la ciudad, se acentuará la segregación. Ese 
distanciamiento también se vincula a los equi-
pamientos sociales de las distintas zonas y así se 
refuerzan las dificultades de consumo colectivo 
de la fuerza de trabajo. “La segregación social 
opera mediante un acceso desigual a los equipa-
mientos e infraestructuras públicas de parte de 
las diferentes clases y estratos sociales asentados 
en las ciudades. Acceso que beneficia a los grupos 
dominantes y desfavorece a otras capas sociales” 
(Lojkine, 1986, p. 215). 

Al vincularse los cambios en la riqueza con la lo-
calización la vivienda, la implantación en el terri-
torio de los programas es probable que impacten 
en la estratificación social, y por tanto su relación 
con los esquemas de bienestar. “La accesibilidad 
a las oportunidades de trabajo, a los recursos y 
a los servicios sociales sólo puede ser obtenida 
pagando un precio, y este precio es comparado, 
en general, al costo de la distancia que hay que 
salvar, al tiempo utilizado en ello, etc. (…) al 
cambiar la forma espacial de una ciudad (cam-

biando la localización de las viviendas, las rutas 
de transporte, las oportunidades de trabajo, las 
fuentes de polución, etc.), cambiamos también 
la accesibilidad y el costo de proximidad para 
cualquier familia. El balance de estos cambios 
posee, evidentemente, la fuerza suficiente como 
para aportar cambios muy sustanciales en la dis-
tribución del ingreso” (Harvey, 2007, p. 53-54). 

La acción del Estado en el marco del neolibe-
ralismo fue desde un punto de vista minimalis-
ta, con políticas focalizadas en la población más 
sumergida dentro de la más pobre, siguiendo 
las orientaciones de las recomendaciones de los 
organismos multilaterales de crédito. Con esa 
orientación, la política de vivienda tuvo resulta-
dos apenas compensatorios de los efectos que la 
propia política económica (siguiendo el decálo-
go del Consenso de Washington) ocasionaron en 
los sectores más vulnerables de la sociedad. Se 
puede sostener que, de ese rol apenas compensa-
torio, formaron parte las soluciones brindadas a 
través de los NBE. “[…] ni derecho ni necesidad 
sino esencialmente mercancía se dejó a cargo del 
mercado, la intervención pública sólo apuntaló 
para compensar a aquellos sectores que aparecían 
como muy pobres, dejando a múltiples sectores 
de la población sin posibilidades de acceso. La 
idea de la vivienda mínima, sin relación con los 
requerimientos de las personas y crecientemente 
disociada de la potencialidad o autonomía relati-
va que otorga el salario, representó la propuesta” 
(Berdía & Terra, 2006, p. 88). Por tanto, la so-
lución planteada a través de los NBE no lograba 
satisfacer las necesidades de las familias destina-
tarias dando cuenta del grado de focalización de 
la política que se presentaba. 

En síntesis, el esquema de política de vivienda 
desde 1990 a 2004 no tuvo desde su concepción 
las características deseables de amplia cobertura y 
servicios de calidad. Por el contrario, la cobertu-
ra focalizada en la población más pobre determi-
nó la característica de baja cobertura de la polí-
tica; y, adicionalmente la afirmación de los NBE 
como solución mínima en áreas que no contaban 
con servicios, reforzó los procesos de segregación 
territorial que llevaron a incumplir con estánda-
res de calidad deseables. 
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3.	Política de vivienda entre 2005 y 2019

La política de vivienda definida en los gobier-
nos del FA a partir del año 2005 tuvo su génesis 
en la LNV, aplicando sus principios elementales 
basados en la trilogía: aporte o esfuerzo propio 
(ya sea mediante el trabajo de las familias en la 
obra de construcción o el ahorro monetario), 
el préstamo y el subsidio a las familias finan-
ciados por el FONAVIyU. A ese esquema se le 
incorporó el énfasis en la heterogeneidad social 
de los programas y los enclaves territoriales. En 
su definición se configuró una distancia con las 
políticas aplicadas hasta ese momento: “Se esta-
blecían diferencias importantes en la concepción 
de la política de vivienda, en particular, con un 
enfoque más universalista que buscaba incluir no 
solamente a los hogares en pobreza extrema, sino 
también a la clase trabajadora en su conjunto. 
Adicionalmente, había una reafirmación explíci-
ta y enfática respecto a la vivienda como derecho 
imprescindible y al rol del Estado en ese ámbito” 
(Failache & González, 2018, p. 64). 

El cambio fue condición necesaria para garanti-
zar el derecho a la vivienda entendido como un 
derecho ciudadano, declarando su orientación 
hacia la universalización como el horizonte del 
acceso a la vivienda. En ese sentido se visualiza 
que las intervenciones públicas a través de los 
distintos programas convergen a la atención a 
población con características heterogéneas pero 
que comparte su incapacidad de acceder a la vi-
vienda únicamente mediante los mecanismos del 
mercado. 

La política habitacional aplicada por el FA no 
se definió únicamente como un mero estímulo 
al sector de la construcción y su incidencia en 
el crecimiento económico con la generación de 
nuevas unidades de vivienda como su único fin; 
sino que se entendió que el eje en la población 
pone al factor humano en un papel preponde-
rante en consonancia con el desarrollo económi-
co. “(…) el acceso a la vivienda y a un hábitat 
socialmente sustentable, en tanto derechos im-
postergables, no pueden quedar librados exclusi-
vamente a las capacidades de los ciudadanos in-
dividualmente considerados y es responsabilidad 

del Estado garantizar los mismos.” (MVOTMA, 
2015, p. 5). 

Definida sobre un esquema de integración so-
cio-territorial de las familias, la política de vi-
vienda avanzó respecto a los períodos de gobier-
no anteriores, dignificándose las soluciones habi-
tacionales, superando así las respuestas mínimas 
generadas a través de los NBE. “Los programas 
de vivienda deben contemplar la heterogeneidad 
de los hogares destinatarios, buscando la integra-
ción y la inclusión de los distintos sectores de po-
blación. Ello implica que la vivienda financiada 
con recursos públicos no puede ser un producto 
estratificado según condición socioeconómica de 
los destinatarios, una prestación «pobre» que solo 
sea aceptada por aquellos que nada tienen, sino 
un bien de calidad de acuerdo a estándares con-
temporáneos y un bien «deseado» por un amplio 
espectro de sectores de población”. (MVOTMA, 
2015, p. 9). Esa visión, en contraposición con 
lo que se afirmó con la política de los noventa, 
se conjuga con el sistema de bienestar de tipo 
socialdemócrata definido por Esping-Andersen 
(1993). 

Otro elemento central fue la implantación de 
los programas en el territorio. La localización 
de los proyectos implantados en áreas de la ciu-
dad servidas y equipadas, priorizando lugares 
socialmente heterogéneos tiene un efecto sobre 
el conjunto de la sociedad, ya que contribuye a 
la recomposición de la fragmentación social, y 
también supone el aprovechamiento de la inver-
sión acumulada a lo largo del tiempo, ya sea en 
infraestructura como calles, redes de agua pota-
ble, de saneamiento, electrificación, alumbrado 
público; como también en servicios comunita-
rios como centros educativos, de salud, recreati-
vos y comerciales o el transporte público. Así se 
configura el aspecto redistributivo que implica la 
localización definido por Harvey (2007). 

Sobre esa base conceptual, el MVOTMA defi-
nió formalmente las características que tendrán 
las viviendas relacionadas a los programas públi-
cos, determinando las mismas en el denominado 
Reglamento de Producto. El mismo se compone 
tanto de las condiciones técnicas vinculadas con 
la calidad de las viviendas a producirse, como de 
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las condiciones de localización: “Las soluciones 
habitacionales se concretarán a través de progra-
mas que deberán contemplar de forma integral: 
1) La satisfacción de las necesidades individuales, 
familiares y/o grupales de los destinatarios, 2) su 
integración social y física con el entorno donde 
se implante, 3) el mejor aprovechamiento de las 
infraestructuras y servicios habitacionales exis-
tentes” (MVOTMA, 2008). Se integraron así la 
satisfacción del bienestar individual y el colecti-
vo, apoyados en la gestión social de los proyectos 
y su inserción en el territorio. 

Los programas incorporaron modificaciones so-
bre el resultado físico de la vivienda, atendiendo 
la calidad, confort y áreas, determinando están-
dares en base en los establecidos en el artículo 
18 de la LNV (aislación térmica, acústica, niveles 
de asoleamiento, conexiones de red de agua po-
table, entre otras especificaciones) actualizados 
en 2017 con la aprobación de la Ley N°19581. 
Ese aspecto es clave: el resultado material de un 
producto de calidad de acuerdo a estándares 
contemporáneos que se contrapone con los pro-
ductos estratificados por niveles de ingresos de 
las familias destinatarias de los programas como 
ocurrió en las formulaciones anteriores al 2005. 
El foco en la calidad del producto vivienda y su 
énfasis en localizaciones que no contribuyan a la 
segregación territorial manifiesta la importancia 
en la definición de la calidad de los servicios. “Los 
programas de vivienda deben tender a insertarse 
en áreas de la ciudad, adecuadamente servidas y 
equipadas, prioritariamente en zonas socialmen-
te heterogéneas contribuyendo así a recomponer 
el tejido social fragmentado” (MVOTMA, 2015, 
p. 9). 

Para alcanzar soluciones de calidad, se tuvo en 
cuenta otro componente de la LNV: los présta-
mos financiados a través del FONAVIyU con la 
finalidad de construir, reformar, ampliar o ad-
quirir una vivienda. Fue así como en los prés-
tamos se establecieron las condiciones para la 
construcción o la compra en el mercado, siem-
pre atendiendo las condiciones materiales de las 
viviendas y las necesidades de las familias. “La 
vivienda constituye un bien duradero, quizá el 
más importante activo físico de la mayoría de las 

unidades familiares, cuyo precio suele ser varias 
veces superior a los ingresos de los potenciales 
demandantes. Por esta razón, la adquisición de 
vivienda, en los más de los casos, sólo se torna 
viable mediante la disponibilidad de un crédito 
a largo plazo, que permita diferir en el tiempo la 
presión que dicho precio ejerce sobre el ingreso 
familiar y, por lo tanto, haga posible la compra 
de tal bien” (Gonzales Arrieta, 1997, p. 15).

Respecto al aporte o esfuerzo propio de la pobla-
ción destinataria como requisito, su configura-
ción varía según los distintos programas. Se ex-
presa como ahorro monetario o también como 
trabajo en la obra en el caso de cooperativas de 
ayuda mutua o la autoconstrucción ya sea en 
terreno propio o público “[…] la propia expe-
riencia práctica lo señala, el esfuerzo de las fami-
lias que desean acceder al subsidio habitacional 
directo no necesariamente puede expresarse en 
términos de ahorros monetarios. También puede 
ser útil, sobre todo para los estratos de más ba-
jos ingresos, aportes propios expresados en espe-
cies, como terrenos, materiales o mano de obra. 
Lo más importante es rescatar la idea de que el 
subsidio habitacional directo premia el esfuerzo 
de las familias y no es simplemente una dádiva” 
(Gonzales Arrieta, 1997, p. 16).

El otro elemento que completa el esquema, de-
terminado también en la LNV es el subsidio a la 
cuota de amortización de los préstamos a la po-
blación que no le es posible con sus ingresos cu-
brirla totalmente. “Desde su creación, el esque-
ma de subsidios utilizado por el MVOTMA, fue 
en base a subsidios de capital o a subsidios a la 
tasa de interés. En el primer caso destinaba una 
cantidad importante de los recursos públicos a 
reducir el valor de compraventa de las viviendas. 
En el segundo caso reducía la tasa de interés de 
los préstamos a largo plazo a valores que impli-
can una importante depreciación en su recupera-
ción. En ambos casos se aplicaba el beneficio sin 
considerar las características socio-económicas 
de las familias destinatarias, por lo que hay fami-
lias que pueden obtener más subsidio que el que 
requieren, y otras que aún con el subsidio otor-
gado no pueden acceder a una vivienda” (Ley N° 
19588, 2018). 
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Los subsidios al capital o a la tasa de interés 
como tipos de subsidios indirectos aplicados en 
el período anterior, resultaron en el tratamiento 
por igual a desiguales, disminuyendo los valores 
de las cuotas desde el otorgamiento del présta-
mo hasta el final del período amortizante, y por 
ende se deslindaba del ciclo vital de las familias. 
Ejemplo de ello son las 374 URs por unidad de 
vivienda en los préstamos destinados a coopera-
tivas que operó a partir de la Reglamentación de 
1994. 

Al contrario, el subsidio a la permanencia como 
una forma de subsidio directo (en cualquiera de 
los programas, ya sea construcción de cooperati-
vas, compra de vivienda nueva, de vivienda usa-
da, préstamos de autoconstrucción, entre otros) 
se torna un instrumento de equidad. Su aplica-
ción contempla las características de las familias 
tanto en su integración (número de componen-
tes del núcleo familiar) como sus niveles de in-
greso. 

En relación a ello, en 2017 el MVOTMA mo-
dificó los umbrales de ingreso por debajo de los 
cuales las familias pueden aspirar a postularse en 
sus programas, modificando el tope vigente de 
60 URs por núcleo familiar independientemente 
de su conformación, estableciendo así una nueva 
escala más, amplia en función de la composición 
de los hogares: 

Cuadro 2: Ingresos máximos por núcleo familiar 

Cantidad de 
integrantes 

Ingreso máximo 
del hogar en UR 

1 40
2 60
3 72
4 84

5 o más 92
Fuente: (MVOTMA, 2017) 

En relación a los préstamos, su financiación re-
sulta en distintos valores de cuota de amortiza-
ción. Y así el subsidio representa la diferencia 
entre el monto de dicha cuota y el porcentaje 
de los ingresos que representa la cuota a pagar 
por parte de las familias, calculado en función de 
su número de integrantes y del nivel de ingresos 
variables según lo haga la CBA (canasta básica de 
alimentos) calculada por el Instituto Nacional de 
Estadística. Los porcentajes de afectación de los 
ingresos van desde 0% (subsidio total) al 25%. 
Con ese esquema las familias podrán pagar los 
préstamos en función de su ingreso y composi-
ción, teniendo subsidiada el resto de la cuota de 
amortización. El siguiente Cuadro presenta el 
esquema para su aplicación: 

Cuadro 3: Porcentaje de afectación de los ingresos en los programas públicos de vivienda 

% máximo de 
Afectación de los ingre-
sos del núcleo familiar 

Ingresos per cápita según número de integrantes del núcleo familiar 

1 integrante 2 integrantes 3 o más integrantes 

0% 0 a 3,0 CBA 0 a 1,5 CBA 0 a 1,0 CBA 
10% 3,1 a 5,0 CBA 1,5 a 3,0 CBA 1,1 a 2,5 CBA 
14% 5,1 a 7,0 CBA 3,1 a 4,5 CBA 2,6 a 3,5 CBA 
18% 7,1 a 9,0 CBA 4,6 a 6,0 CBA 3,6 a 4,5 CBA 
21% 9,1 a 11,0 CBA 6,1 a 7,5 CBA 4,6 a 5,5 CBA 
25% Más de 11,0 CBA Más de 7,5 CBA Más de 5,5 CBA 

Nota: para considerar los ingresos per cápita de los hogares con más de tres integrantes, se computará 0,6 por cada integrante adicional 

Fuente: (MVOTMA, Ley N° 19588, 2018) 
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Otro componente relevante del subsidio es su ca-
rácter dinámico. El mismo es revisable por pla-
zos bianuales, lo cual implica que si la situación 
económica de una familia mejora, se reducirá la 
porción subsidiada de la cuota; y, por el contra-
rio, si los ingresos disminuyen es posible solicitar 
montos mayores de subsidio y no interrumpir la 
regularidad de los pagos. De ese modo se acom-
pañaba el ciclo de vida de las familias garantizan-
do la permanencia de las mismas en la vivienda. 
Desde el 2008 el subsidio a la cuota aplica a los 
programas del MVOTMA y en 2018 fue reafir-
mado mediante su aprobación legislativa en la 
Ley N° 19588. 

Este subsidio se puede entender como un ins-
trumento de redistribución de la riqueza; ya que 
permite que las familias acceden al activo fijo de 
mayor valor al que pueden aspirar en esta socie-
dad. “En una sociedad económicamente frag-
mentada, y por sus características de mercancía, 
la vivienda debe ser considerada en su dimensión 
de agente de redistribución de la riqueza. Ello 
es así para los sectores de población de mayo-
res recursos, por lo que negar esa posibilidad a 
los de menores recursos solo puede aumentar la 
brecha entre ambos” (MVOTMA, 2015, p. 20). 
En la medida en que el acceso al crédito a largo 
plazo con costos bajos para las familias es una 
restricción, el instrumento del subsidio que per-
mite acceder a un producto de calidad se torna 
fundamental para ir avanzando hacia la universa-
lización del derecho a la vivienda, incorporando 
tanto el componente redistributivo como la cali-
dad en las soluciones. 

Con una cuota subsidiada, ya sea tanto desde 
el inicio del proceso amortizante o atendiendo 
a una disminución coyuntural de los ingresos 
del núcleo familiar, queda expresado el recono-
cimiento de un derecho, ya que la permanencia 
en la vivienda no se limita a las posibilidades 
económicas de las familias ni está condicionada 
a algún tipo de contrapartida, a excepción del 
cuidado y mantenimiento de la misma. En rela-
ción a ello, y siguiendo a Esping-Andersen en su 
clasificación de los Estados de Bienestar en base 
a tres funciones (desfamiliarizar, desmercantili-
zar y redistribuir), de manera clara el subsidio 

funciona como desmercantilizador, ya que “La 
desmercantilización ocurre cuando un servicio se 
presta como una cuestión de derecho, y cuando 
una persona puede ganarse la vida sin depender 
del mercado” (Esping-Andersen, 1993, p. 41). 

Consideraciones finales

La descripción de los esquemas de política de 
vivienda aplicados en Uruguay en los últimos 
treinta años puede vincularse a las característi-
cas que conforman la vocación universal de las 
políticas sociales. En ese sentido, y siguiendo 
a Martínez y Sánchez (2013) en relación a las 
condiciones del universalismo, se plantearon bá-
sicamente dos condiciones. La primera se refiere 
a la cobertura de la política, que en este análisis 
se evaluó mediante la cantidad de población cu-
bierta en función de los préstamos públicos y de 
los subsidios otorgados; es decir, se relaciona con 
el acceso de la población según distintos niveles 
ingreso. La segunda trata de la calidad, y en esa 
dirección se representó por la superficie de las 
viviendas en función de lo legislado en la LNV 
y por la localización de los programas públicos. 
Como elemento definitorio del universalismo, 
con esas condiciones, se requiere que las solucio-
nes alcanzadas no sean segmentadas por niveles 
de ingreso; elemento en sintonía con las caracte-
rísticas de los sistemas de bienestar en los países 
socialdemócratas. 

En los gobiernos de los partidos tradicionales a 
partir de 1990 se afirmaron las políticas focali-
zadas propias del paradigma residual donde no 
existían soluciones integradoras y primaban las 
soluciones precarias. Por tanto, la política de 
vivienda en esa etapa tuvo efectos apenas com-
pensatorios de los resultados que la propia po-
lítica económica ocasionó en la población más 
vulnerable al seguir el decálogo del Consenso de 
Washington. Así fue que se acentuó la precarie-
dad urbana, desatendiendo los problemas que 
la localización de los programas en el territorio 
podía generarle a la población destinataria, tanto 
desde el punto de vista socioeconómico como de 
la extensión de la ciudad en áreas sin servicios. 
A su vez, claramente quedaban de lado las posi-
bilidades distributivas que implican los cambios 
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en la localización de la vivienda en el territorio. 
Aquella política de vivienda tuvo un claro sesgo 
de estratificación por ingresos de las soluciones 
propuestas. Ello se expresaba, por ejemplo, con 
el financiamiento hacia las cooperativas donde el 
nivel de ingresos determinaba los montos presta-
dos con recursos públicos. A su vez, los subsidios 
indirectos tanto al capital como a la tasa de inte-
rés, desligados de la conformación de los hogares 
y sus ingresos, reforzaban mecanismos que no 
contemplaban una cobertura amplia. 

Respecto a la calidad, medida tanto por la super-
ficie de las viviendas como por su localización, 
en ese período la solución principal fueron los 
denominados NBE de 30 m² que no cumplían 
con la calidad deseable en un paradigma univer-
salista, incluyendo, además, problemas de su im-
plantación en el territorio. 

La política de vivienda aplicada por el FA en el 
gobierno se diferenció en su alcance y cobertura 
de la formulación existente en los gobiernos con 
orientaciones neoliberales, donde el resultado 
habían sido soluciones pobres y mínimas en su-
perficie para las familias en situación de pobreza. 

En lo relacionado a la cobertura, el cambio 
central en las políticas a partir del 2005 fue la 
aplicación del subsidio a la permanencia que im-
plica la atención a la población con dificultades 
de acceso a través de mecanismos de mercado. 
El mismo, como subsidio directo concibe a las 
soluciones de vivienda como productos no estra-
tificados, integrando en soluciones idénticas en 
calidad a familias independientemente de su ni-
vel de ingresos por debajo de cierto umbral que 
podría considerarse alto en relación a los niveles 
promedio de ingresos de la población. 

Si bien el subsidio contribuye al acceso no seg-
mentado por nivel de ingresos; pero existe una 
clara restricción presupuestal que socava las posi-
bilidades de una política de vivienda en Uruguay 
de amplia cobertura. En ese sentido, el avance 
en soluciones que incluyen a más conjuntos de 
población confirma la vocación universalista de 
la política de vivienda a partir de 2005. Con el 
límite por ingresos en 92 URs, la población no 
alcanzada por los programas es la del quintil de 

más altos ingresos. Esto reafirma una confron-
tación entre la vocación universalista y las po-
sibilidades de acceso del resto de los quintiles 
de población que son sujetos de aplicación de 
la política que, dada la restricción presupuestal, 
queda impedida en la realización del derecho a 
la vivienda y a la ciudad como objetivo de corto 
plazo. 

Respecto a la calidad, en relación a las superficies 
se respetaron las establecidas en la LNV (amplia-
das en 2017) y en los propios Reglamentos del 
MVOTMA poniendo además el acento en la ca-
lidad física de las viviendas. Al contrario de su 
precedente, la política de vivienda desarrollada 
por el FA presentó interés en la localización de 
los programas en áreas equipadas y servidas en 
un marco de política que contemplaba la loca-
lización de los proyectos, en zonas socialmente 
heterogéneas se vincula con el propósito de la re-
composición del tejido social y la redistribución 
de la riqueza. Tomó en cuenta tanto el propio 
efecto distributivo como del aprovechamiento 
de la inversión social que supone los servicios en 
el territorio y el acceso al consumo colectivo para 
la reproducción de la fuerza de trabajo. 

En ese sentido, también se puede afirmar (en los 
términos que señala Lojkine) que el cambio en la 
política supuso al menos el no reforzamiento de 
los procesos de segregación territorial que pue-
den acentuarse con la aplicación de las propias 
políticas públicas de vivienda.

El componente redistributivo se relaciona con 
los tipos de sistemas de bienestar socialdemócra-
tas y el paradigma universalista donde el eje del 
mismo es la asunción de que la pobreza y la des-
igualdad no surgen de las limitaciones individua-
les, sino del propio funcionamiento del mercado 
que es el que afecta a algunos grupos sociales, y 
por ende debe asumirse como un problema de 
naturaleza social (Barba, 2005, p. 47). Por tanto, 
este paradigma, en oposición al residual o margi-
nal, fija en la agenda el cambio de esta situación 
intentando atenuar las desigualdades a través de 
las políticas redistributivas. 

En síntesis, en los gobiernos del FA se configuró 
una mejora en el esquema de política de vivienda 
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social que supuso la ampliación de la cobertura 
y la calidad de la propuesta habitacional. Con-
siderando lo definitorio de ambos esquemas de 
política de vivienda aplicados entre 1990 al 2019 
y su comparación, puede afirmarse que en cada 
uno de los componentes de las condiciones del 
universalismo en relación a la política de vivien-
da, hubo una clara mejora a partir del 2005 con 
los gobiernos del FA.
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